
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IMPEDIMENTO / FINALIDAD / SUS CAUSALES SON TAXATIVAS / HABER CONOCIDO DEL PROCESO EN INSTANCIA ANTERIOR EXIGE QUE SE TRATE DEL MISMO PROCESO.
Bien se sabe que las causales de impedimento y de recusación tienen una finalidad específica que es la de garantizar a las partes una absoluta imparcialidad del juez, en aras de que se mantenga incólume el derecho al debido proceso; pero, además tienen la característica de ser taxativas. Precisamente, por esta peculiaridad, es necesario que la razón que esgrime el funcionario esté prevista en la ley y, adicionalmente, que respecto de ella concurran todos los elementos que le son propios.

Para el caso que nos atañe, por el hecho de haber conocido en un proceso laboral del objeto y causa que aquí son tema de debate cuando la titular de este juzgado fungía como juez de esa especialidad en el año 2012, la funcionaria argumenta que “…conoció la causa de este proceso con anterioridad, y que en él intervino para tomar decisiones trascendentales como la sentencia que le puso fin al litigio en el jugado laboral, … se configura la causal de recusación enunciada en el numeral 2 del artículo 141 del Código General del Proceso”, que consiste en: 

“Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el numeral precedente.”

De la desprevenida lectura de esta causal emerge claro para esta Sala que el conocimiento de que trata debe referirse al mismo proceso, esto es, que durante el trámite de las instancias, y aún de los recursos extraordinarios, quien ya ha adoptado decisiones o realizado gestiones antes, no vea comprometida su imparcialidad, cuando se le asigne en una instancia diferente. (…)
Así que, observado el problema jurídico que hizo apartarse a la juez del conocimiento del presente asunto, el impedimento alegado no tiene ningún fundamento, pues en realidad, como bien lo concluye la Jueza Primera Civil del Circuito, los hechos en los cuales se fundamenta se apartan de la causal 2ª, en la que se apoya para ello, en cuanto se trata de un proceso totalmente distinto al que tramitó en el año 2012.
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Corresponde a esta Sala Unitaria decidir lo relacionado con el impedimento manifestado por la señora Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira, en este proceso verbal de responsabilidad médica que María Belén Betancur y otros iniciaron frente a la EPS COOMEVA SA y la CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR DE RISARALDA – COMFAMILIAR RISARALDA, llamados en garantía ALLIANZ SEGUROS Y LA PREVISORA SA COMPAÑÍA DE SEGUROS.
   



ANTECEDENTES

  



Notificados los demandados, vinculados los llamados en garantía y admitida una reforma del libelo, el apoderado de la parte demandante presentó escrito en el que pone de presente la configuración de una causal de recusación, específicamente la del numeral 2 del artículo 141 del Código General del Proceso. 





Se basa su solicitud en el hecho de que la titular del despacho judicial que conoce del presente asunto, Dra. Marly Alderis Pérez, cuando fungía como Jueza Tercera Laboral del Circuito -Adjunto UNO-, conoció y decidió, mediante sentencia del 22 de junio de 2012, de un proceso “…presentado entre Alba Yulieth Zuñiga y Oscar Fernando Moreno Mantilla contra la EPS COOMEVA y O., la cual concluyó que las demandadas eran solidariamente responsables de los perjuicios morales causados a los demandantes, con motivo de la muerte de la niña Shayra Moreno Zuñiga (q.e.p.d.);…”. Y concluye que “…revisada la sentencia de primera instancia (laboral) habíamos pasado por alto que la funcionaria que dictó la precitada decisión, es decir la titular del Juzgado Tercero Laboral del Circuito Adjunto UNO era la Dra. Marly Alderis Pérez, quien hoy es la titular del Juzgado Quinto Civil del Circuito, Despacho al que por reparto correspondió el estudio del presente litigio – los que coinciden en causa y objeto” (f. 429).




Estudiado el asunto por parte de la funcionaria, declaró su impedimento para conocer del asunto con el argumento de que “Como bien puede verse, pese a que la parte actora del presente proceso no es la misma que fungiera como tal en el trámite adelantado ante la especialidad laboral, el objeto de estos procesos sí resulta idéntico, por cuanto en los dos, las pretensiones se encaminan a obtener la declaratoria de responsabilidad de las entidades encargadas de asegurar y prestar el servicio de salud a la señora ALBA YULIETH ZUÑIGA y se iniciaron por causa del fallecimiento de la tan aludida menor de edad” (f. 431).
   



Remitida la actuación al Juzgado Primero de esa especialidad y de allí al Segundo, por virtud del acuerdo CSJRIA18-145 de 2018, el funcionario no aceptó el impedimento, ya que los hechos son ajenos a las causales previstas en el artículo 141 del CGP, si bien “El pronunciamiento al cual se refiere no se realizó, como la norma lo prevé, en instancia anterior, sino en un proceso distinto”. Agrega, además, que “…la parte que puso de presente la circunstancia invocada había actuado previamente sin alegarla después de asumido el conocimiento, de modo que su manifestación debió ser rechazada según lo previsto en el artículo 142 inc. 2º ib.” (f. 4, c. 1 tercera parte)    
   



Así que la decisión debe ser adoptada por el superior, como manda el inciso tercero del artículo 143 del Código General del Proceso.
   



CONSIDERACIONES   

Como viene de decirse, en los términos del artículo 143 del Código General del Proceso, y en Sala Unitaria, por mandato del artículo 35 del mismo estatuto, corresponde definir la legalidad del impedimento manifestado por la Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira.
Bien se sabe que las causales de impedimento y de recusación tienen una finalidad específica que es la de garantizar a las partes una absoluta imparcialidad del juez, en aras de que se mantenga incólume el derecho al debido proceso; pero, además tienen la característica de ser taxativas. Precisamente, por esta peculiaridad, es necesario que la razón que esgrime el funcionario esté prevista en la ley y, adicionalmente, que respecto de ella concurran todos los elementos que le son propios.

   



Para el caso que nos atañe, por el hecho de haber conocido en un proceso laboral del objeto y causa que aquí son tema de debate cuando la titular de este juzgado fungía como juez de esa especialidad en el año 2012, la funcionaria argumenta que “…conoció la causa de este proceso con anterioridad, y que en él intervino para tomar decisiones trascendentales como la sentencia que le puso fin al litigio en el jugado laboral, … se configura la causal de recusación enunciada en el numeral 2 del artículo 141 del Código General del Proceso”, que consiste en: 
“Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior, el juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos de sus parientes indicados en el numeral precedente.”
De la desprevenida lectura de esta causal emerge claro para esta Sala que el conocimiento de que trata debe referirse al mismo proceso, esto es, que durante el trámite de las instancias, y aún de los recursos extraordinarios, quien ya ha adoptado decisiones o realizado gestiones antes, no vea comprometida su imparcialidad, cuando se le asigne en una instancia diferente. Así ocurrirá, por ejemplo, cuando un juez municipal profiera un fallo que es apelado, si para cuando deba resolverse la segunda instancia ese mismo juez es ahora de circuito y lo tiene asignado; o un juez de circuito cuando, después de conocer de un específico proceso, se le designa magistrado de Tribunal y se le asigna por reparto una segunda instancia en el mismo; o cuando el magistrado de tribunal ahora lo es de la Sala de Casación Civil de la Corte y estando allí recibe el recurso extraordinario de casación en el mismo proceso en el que dictó el fallo de segunda instancia.
Por supuesto que la situación es diferente cuando, ante una causa común, derivada, como en este caso, de una responsabilidad civil, unas víctimas demandan anticipadamente y obtienen fallo favorable, y luego lo hacen otras. En un evento tal, no hubo conocimiento del proceso ni se realizaron actuaciones en instancia anterior, por cuanto las que ya se ventilaron correspondían a los derechos sustanciales reclamados por esas primeras víctimas, no a los de estas que apenas comienzan su reclamación. 
El criterio que en sede jurisdiccional plasma un juez en un caso específico, en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, nunca puede tener la connotación que la norma trae de haber conocido en instancia anterior si se ventila un nuevo proceso, a pesar de la identidad de causa -no de objeto, porque las pretensiones de los demandantes serán individuales en particular en la responsabilidad civil, ni de partes-. E incluso, podría haber la triple identidad, por cuanto un juez puede haber despachado una excepción de mérito de aquellas que se denominan temporales y que no impiden ventilar nuevamente la pretensión, por ejemplo, cuando la primera se hizo antes de tiempo. Más todavía, la excepción que se declaró probada pudo ser definitiva, o pudo haberse impuesto condena en un primer asunto y ello no impediría que se interpusiera una nueva demanda, entre los mismos sujetos, por la misma causa y similares pretensiones, pues lo que habría de por medio sería una eventual cosa juzgada, que nada le impediría declararla al mismo juez que ya había adoptado la decisión anterior. 

No es, entonces, la relación sustancial entre dos asuntos lo que determina la causal de impedimento, sino el conocimiento de uno de ellos en una instancia anterior, al margen de lo que ocurra con el otro. 
Ajustado a lo dicho, la Sala de Casación Civil de la Corte ha señalado, por ejemplo en la providencia AC2400-2017, del 19 de abril de 2017, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, que:  

Los funcionarios investidos de jurisdicción, en línea de principio, no pueden rehusar la competencia que les atribuye la ley para conocer un trámite determinado, salvo la concurrencia de una causal expresamente prevista por el legislador, bien a iniciativa propia, ya instancia de parte, como tal, de aplicación e interpretación restringida.

En palabras de la Corte, en doctrina que mantiene vigencia, porque en el marco de protección de los valores de imparcialidad y de independencia inherentes a la función pública de administrar justicia, las causales de impedimento, similares en el instituto de la recusación, “(…) ostentan naturaleza taxativa, restrictiva, limitativa y son de interpretación estricta sin extenderse a situaciones diversas a las tipificadas ni admitir analogía legis o iuris”
. 

En primer lugar, al ser tales principios consustanciales al derecho fundamental a un debido proceso (artículos 29 y 228 de la Constitución Política); y en segundo término, por cuanto los artículos 10º de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, garantizan el derecho de toda persona a ser juzgada por un Tribunal “independiente e imparcial”.

La independencia, entendida como libertad de obrar, sin presiones ni injerencias de nadie; y la imparcialidad, dirigida a la igualdad de trato, a la rectitud y a la ecuanimidad. Postulados todos orientados a asegurar, en interés de la sociedad y de los justiciables, la honestidad y honorabilidad del juez, de quien se esperan decisiones desprovistas de circunstancias que puedan perturbar su ánimo o menguar su serenidad, como el interés personal, el afecto, la animadversión, la predeterminación, en fin.

2.2. En esa dirección, entre otras causales, el artículo 141, numeral 2º del Código General del Proceso, faculta al juez o magistrado para declarar su incompetencia subjetiva, cuando ha “(…) conocido del proceso o realizado cualquier actuación en instancia anterior (…)”.

La razón de ser de lo anterior estriba en que si el trámite o el recurso involucran una providencia de la autoría del funcionario judicial, es natural entender, considerando la naturaleza humana, la predisposición a defender la posición asumida sobre el particular. Frente a cualquier sospecha o duda, por lo tanto, lo aconsejable es erradicar toda circunstancia que pueda contaminar la imparcialidad e independencia debidas, o que conlleve al recelo o desconfianza, para así cumplir con el ideal de garantizar el derecho de las partes a que sus diferencias sean dirimidas de manera imparcial, objetiva y autónoma.

2.3. Se precisa, sin embargo, dicha hipótesis normativa, se concibe, respecto de un mismo proceso, porque así el juez o el magistrado en otros asuntos haya conocido de cuestiones relacionadas, por relevantes que sean, al fin de cuentas, en todos esos casos, se trata del ejercicio propio de funciones judiciales.

Como tiene sentado esta Corporación, en doctrina aplicable, “(…) cuando el juez enfrenta la solución de un problema jurídico en un proceso determinado, viste la toga de administrar justicia por delegación y materialización genuina de la soberanía del propio Estado para resolver un conflicto, como reflejo de una auténtica tarea democrática que hace de puente entre los poderes públicos y la ciudadanía”
.

Por esto, como en el mismo antecedente se señaló, “(…) si el juez emite un concepto en su función jurisdiccional su raciocinio esta mediado por elementos de diferentes tonalidades que van desde lo ético, a lo político y a lo jurídico, sin que puedan estar contaminadas las nuevas decisiones, por las precedentes, porque si se mira desde esa óptica, bien puede separarse de ellas razonadamente, pudiendo cambiarlas (artículo 4º de la Ley 169 de 1896), a medida que avanza en la investigación epistemológica, pues en ese ejercicio de conocimiento, conquista desde lo falible, a lo probable y de allí a la certeza judicial, siempre comprometido con la verdad y la justicia”.

De ahí, la causal aducida, tiende a evitar que un mismo funcionario judicial, en instancia superior, conozca de su misma actuación anterior impugnada o de cualquier otra al interior realizada, proferida en grado inferior, porque si esto ocurre, se desconocería el derecho de las partes a tener otro juez sobre las cuestiones planteadas.

Siendo esa la razón de ser de la norma, surge diamantino, ninguna decisión o actuación en un proceso, en correlación con otro, así entrambos exista alguna asociación sustancial, da lugar a la recusación o al impedimento de que se trata, porque simplemente, en todos, se trataría de materializar el deber constitucional y legal de administrar justicia. 

Así que, observado el problema jurídico que hizo apartarse a la juez del conocimiento del presente asunto, el impedimento alegado no tiene ningún fundamento, pues en realidad, como bien lo concluye la Jueza Primera Civil del Circuito, los hechos en los cuales se fundamenta se apartan de la causal 2ª, en la que se apoya para ello, en cuanto se trata de un proceso totalmente distinto al que tramitó en el año 2012.
Ciertamente, el primero fue un asunto seguido en un juzgado laboral, que es distinto al que aquí se tramita, en el que las pretensiones (ver folios 3 vto. y 301 ) y las partes son diferentes; en aquel, demandaron Alba Yulieth Zúñiga y Oscar Fabián Moreno Mantilla (progenitores), y en el de ahora, reclaman María Belén Betancur, Jesús David y Alberto Andrey Zuñiga Betancur, Ana Mercedes Mantilla Santos, Nancy Rocío, Jairshinio y Jorge Luis Moreno Mantilla (abuelas y tíos de la niña fallecida), ambos frente a la EPS COOMEVA y COMFAMILIAR RDA., por lo que no queda duda alguna de que se trata de un nuevo litigio, no de un proceso que se viniera tramitando.
Incluso, se repite, si la actuación fuera entre las mismas partes, por los mismos hechos y con idénticas pretensiones, tampoco se configuraría la causal, supuesto que se trataría de procesos diferentes. 

Esta razón, como bien lo fundamentó la Juez Primera Civil del Circuito, es suficiente para declarar infundado el aludido impedimento. 
En mérito de lo expuesto se dispondrá la devolución de la actuación al Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, para que siga conociendo de las presentes diligencias.  

  



DECISIÓN

  



En armonía con lo discurrido, esta Sala Unitaria del Tribunal Superior de Pereira DECLARA INFUNDADO el impedimento manifestado por la señora Juez Quinta Civil del Circuito de Pereira, en este proceso verbal de responsabilidad médica. 
  



Vuelva el expediente a ese despacho judicial para que continúe el trámite. 
   



Contra esta decisión no procede recurso alguno y de ella se informará al Juzgado Segundo Civil del Circuito local.  

  



Notifíquese y cúmplase

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
  



Magistrado
� CSJ. Civil. Auto de 19 de enero de 2012, expediente 00083.


� Auto de 18 de diciembre de 2013, expediente 01284.
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